
INSPECCIÓN GENERAL DE PERSONAS JURÍDICAS

RESOLUCIÓN GENERAL NRO. 4

Santa Fe, 2 de Octubre de 2024

Y VISTOS:

El expediente número 11702-0002990-3 y su actual normativa referida a denuncias de las
personas  jurídicas  privadas,  conforme  las  atribuciones  conferidas  por  la  ley  General  de
Sociedades 19.550, la ley provincial vigente y que el decreto reglamentario; y,

Y CONSIDERANDO:

Que el  artículo  302 de la  Ley General  de Sociedades 19.550 otorga a  la  autoridad de
contralor la atribución de aplicar sanciones, norma que resulta aplicable a las asociaciones
civiles y fundaciones de conformidad con lo dispuesto por el artículo 186 del código civil y
comercial y la actual ley de I.G.P.J.

Que es necesario establecer un procedimiento ágil y que provea de herramientas para la
resolución de conflictos en la vida civil de las personas jurídicas.

Que las normas de la presente resultan, así, un instrumento necesario para tornar operativa
la posibilidad de aplicación de sanciones cuando ello se considere pertinente, con posibilidad
de poder ejercer el derecho de defensa con amplitud probatoria.

Por ello,

EL INSPECTOR GENERAL DE PERSONAS JURÍDICAS

RESUELVE:

Art. 1 - Competencia: La Inspección General de Personas Jurídicas de la Provincia de Santa
Fe ejerce la  competencia  concedida por  la  Ley Provincial  vigente y  es competente para
aplicar las sanciones previstas en el artículo 302 de la Ley 19.550, previa tramitación del
procedimiento establecido en la presente resolución.

Art. 2 - Interpretación y Aplicación: La presente resolución deberá interpretarse y aplicarse
de  conformidad  con  la  Constitución  Nacional,  la  Constitución  Provincial  y  los  tratados
internacionales ratificados por la República Argentina, respetando los principios de igualdad,
derecho de defensa, contradicción, simplificación e informalidad.



Art.  3  -  Denuncias:  Las  denuncias  deberán  presentarse  ante  la  Mesa  de  Entradas  del
organismo,  con  la  foja  cero  y  reposición  correspondiente  al  trámite,  firmadas  por  el
interesado y, en su caso, por los profesionales intervinientes. Las denuncias que carezcan de
firma de letrado deberán ser ratificadas personalmente dentro del plazo de cinco (5) días,
bajo apercibimiento de considerarse no presentadas.

Art. 4 - Responsabilidad del Denunciante: El denunciante asumirá la responsabilidad por la
exactitud de los términos de la denuncia y por las consecuencias administrativas que puedan
derivarse, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y/o penales que correspondan.

Art. 5 - Inicio del Procedimiento: El procedimiento se iniciará:

1. Por denuncia del damnificado.

2. Por denuncia de una autoridad pública sobre hechos conocidos en el  ejercicio de su
función.

3. De oficio, por parte de la Inspección General de Personas Jurídicas.

Art. 6 - Requisitos de la Denuncia:

Las denuncias ante la Inspección General de Personas Jurídicas deberán presentarse por
escrito e incluir:

a)  Nombre,  apellido,  D.N.I.  o  C.U.I.T.,  domicilio  y  dirección  de  correo  electrónico  del
denunciante.

b) Nombre, domicilio, C.U.I.T. y datos de inscripción de la entidad denunciada.

c) Descripción detallada del hecho denunciado.

d) Indicación de las normas estatutarias que se consideran infringidas. La omisión de este
requisito no afectará la validez de la denuncia.

e)  Ofrecimiento  de  prueba  y  acompañamiento  de  toda  la  documentación  en  poder  del
denunciante, especificando la ubicación de la documentación restante.

f) Firma del denunciante, certificada por escribano o autoridad judicial.

El denunciante deberá acreditar su legitimación para actuar y haber agotado, en su caso, la
vía interna previa.

Art.  7 -  Conexidad Causal:  En caso de conexidad causal  entre procesos en trámite,  se
ordenará la acumulación al proceso más antiguo. El conflicto será resuelto por el Inspector
General.

Art. 8 - Admisibilidad de Hechos Nuevos: No se admitirán hechos nuevos una vez iniciada la
denuncia.  El  Inspector  General  podrá disponer  la  unificación de denuncias con identidad
objetiva o subjetiva para una mejor tramitación.

Art. 9 - Actuación del Inspector de Procedimiento: El Inspector de Procedimiento dirigirá el



trámite, dictará todos los actos incidentales y de mero trámite necesarios, y podrá ordenar la
producción de pruebas, brindando a las partes la oportunidad de ofrecer contraprueba.

Cualquier conducta susceptible de sanción deberá informarse de inmediato a la Dirección
General, que decidirá sobre el inicio de actuaciones.

Art. 10 - Resolución Inicial: El Inspector de Procedimiento resolverá sobre la procedencia de
la denuncia en el plazo de diez (10) días y notificará a la entidad denunciada, otorgándole un
plazo de cinco (5) días para que comparezca, se ajuste a derecho y constituya domicilio
especial y electrónico. En caso de desestimación, se notificará al denunciante conforme al
artículo siguiente.

Art.  11  -  Desestimación  in  límine:  La  Inspección  General  podrá  desestimar  in  límine  la
denuncia en casos de manifiesta improcedencia, insignificancia de la falta atribuida o cuando
los  hechos  denunciados  no  constituyan  un  conflicto  atendible  por  el  organismo  en  los
términos de la competencia atribuida por la ley.

Art. 12 - Constitución de Domicilio: Las partes deberán constituir un domicilio especial para
el procedimiento dentro del territorio de la Provincia de Santa Fe, según donde tramite el
proceso. En caso contrario, las notificaciones serán automáticas en la Mesa de Entradas a
partir del día siguiente al producido el hecho. En la primera presentación, las partes deberán
informar un domicilio electrónico para recibir notificaciones.

Art. 13 – Notificaciones: La primera notificación a la denunciada se efectuará por cédula
remitida  al  domicilio  social  informado  y/o  registrado,  mediante  despachos  postales
certificados con aviso de recepción, preferentemente del Correo Argentino, o por notificación
in situ realizada por personal autorizado por la Inspección General de Personas Jurídicas.

Las notificaciones posteriores se realizarán por medio electrónico. Los interesados podrán
notificarse  personalmente  de  todas  las  resoluciones  dictadas,  dejando  constancia  en  el
expediente.

Art.  14 -  Suspensión y Prórroga de Plazos:  Los plazos y términos establecidos en esta
resolución podrán ser suspendidos o prorrogados por el Inspector de Procedimiento, previo
requerimiento de parte. A pesar del vencimiento de un plazo, las partes podrán realizar el
acto procesal mientras no se denuncie incumplimiento.

Art. 15 - Sustanciación y Traslados: Los traslados se considerarán corridos por diez (10)
días hábiles, excluyendo el día de la notificación. El traslado del contenido de la denuncia y
de la documentación fundante se realizará por medios electrónicos. Si la reproducción de la
documentación  fuera  dificultosa  por  su  cantidad,  extensión  u  otra  causa  atendible,  el
instructor indicará en el  proveído de traslado cuáles son las piezas no entregadas y que
estarán  a  disposición  para  su  lectura  y  examen  en  la  sede  de  la  Instrucción.  Las
presentaciones y contestaciones de las partes deberán realizarse en la Mesa de Entradas del
organismo para ser incorporadas al expediente, y contarán con el correspondiente cargo, sin
excepción. La falta de contestación no generará consecuencias negativas y no impedirá el
desarrollo del proceso ni el dictado de resolución.

Art. 16 - Allanamiento: El denunciado podrá allanarse en cualquier estado del proceso,

reconociendo los fundamentos de la denuncia. Las actuaciones serán elevadas al Inspector
General para dictar resolución.

Art.  17 - Desistimiento de la Denuncia: El  denunciante podrá desistir  de la denuncia en



cualquier  estado  del  proceso.  El  Inspector  de  Procedimiento  ordenará  el  archivo  de  las
actuaciones, salvo que existan razones para continuar con el proceso de oficio.

Art.  18  -  Audiencia  de  Conciliación  y  Trámite:  Contestada  la  denuncia,  el  Inspector  de
Procedimiento podrá convocar a una audiencia dentro de los quince (15) días para intentar
una conciliación.  Si  la conciliación no prospera,  las partes podrán reconocer o negar los
hechos y se proveerán las pruebas en un término de treinta (30) días. La inasistencia a la
audiencia no perjudicará a las partes.

Art.  19  -  Medios  de  Prueba:  Se  podrán  proponer  todos  los  medios  probatorios,  salvo
absolución de posiciones y testimonial. El Inspector determinará la forma de practicar las
pruebas. El diligenciamiento y costo de producción serán a cargo del proponente.

Art. 20 - Informativa: Los informes requeridos deberán ser respondidos en el plazo otorgado.
La  falta  de  respuesta  podrá  ser  reiterada  y  los  informes  podrán  enviarse  por  correo
electrónico.

Art. 23 - Alegatos: Una vez clausurado el término de producción de prueba, se correrán
traslados sucesivos para que las partes presenten alegatos en un término de cinco (5) días.

Art.  24 - Conciliación: El Inspector de Procedimiento podrá convocar a las partes a una
audiencia  de  conciliación  en cualquier  etapa del  proceso.  Si  se  alcanza un acuerdo,  se
ordenará el archivo de la causa.

Art.  25 -  Clausura del  Debate: Una vez clausurado el  debate y vencido el  término para
alegatos, el Inspector General dictará resolución definitiva en un plazo de treinta (30) días,
previo informe del Inspector de Procedimiento.

Art. 26 - Caducidad: Procederá la caducidad del procedimiento si no se ha instado su curso
durante un año desde el último acto de impulso en los términos del artículo 66 del Decreto Nº
4174/15.

Art.  27  -  Contenido  de  la  Resolución:  La  resolución  deberá  incluir  el  lugar  y  fecha  de
emisión, la identificación de las partes y profesionales, la exposición de hechos y derecho, la
fundamentación, la sanción aplicada y la firma del Inspector General.

Art. 28 - Resolución de Denuncias Conjuntas: Si se sustancian varias denuncias, se tratarán
por separado, con decisiones distintas para cada conducta, si así corresponde.

Art. 29 - Sanciones Aplicables: Las sanciones podrán ser:

a) Apercibimiento.

b) Multa.

c)Retiro de autorización para funcionar, si por el tipo de persona jurídica correspondiere.

d)Declaración  de  irregularidad  o  ineficacia  a  los  efectos  administrativos  y  dentro  de  su
competencia, los actos sometidos a su fiscalización cuando sean contrarios a la ley, estatutos
o reglamentos.

La resolución sancionatoria deberá ser comunicada a los miembros de la persona jurídica
mediante su inclusión como punto del orden del día en la próxima asamblea que se realice.
En el  caso  de  las  fundaciones,  se  la  considerará  en  la  primera  reunión  del  consejo  de



administración posterior a su aplicación.

Art.  30 –  Normalización:  En caso de considerarse y  cumplirse los  presupuestos  que la
normativa vigente establece, podrá disponerse la normalización de la asociación civil  a la
cual la denuncia refiera, en los términos de la Resolución General Nº 3/2024 o norma que en
el futuro la reemplace.

Art.  31 -  Publicación de Sanciones:  Si  se impone un apercibimiento con publicación,  la
resolución  deberá  indicar  los  medios  de  difusión  y  el  plazo  para  su  cumplimiento.  La
acreditación del cumplimiento deberá efectuarse dentro de los cinco días. La omisión en el
cumplimiento de la publicación constituirá una nueva infracción susceptible de sanción.

Art.  31  -  Multas:  Si  la  sanción  aplicada  es  una  multa,  se  notificará  al  sancionado
acompañando la boleta de depósito para su pago, que deberá efectuarse en el plazo legal
correspondiente. Si no se verifica el pago, las actuaciones se girarán a la Administración
Provincial de Impuestos para su ejecución.

Art. 32 - Retiro de la Autorización para Funcionar: Si se decide el retiro de la autorización
para funcionar de una asociación civil o una fundación, la Inspección General de Personas
Jurídicas designará un liquidador, quien procederá de inmediato a iniciar las operaciones de
liquidación,  de  conformidad  con  las  normas  aplicables  a  la  disolución  y  liquidación  de
asociaciones civiles y fundaciones.

Art.  33  -  Recursos:  Se  aplicará  el  régimen  de  recursos  dispuesto  por  la  ley  provincial
vigente.

Art. 34 - Derogación: Queda derogada la resolución 3/2020.
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